	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.

 


En el juicio que por cobro de prestaciones sociales  y otros conceptos laborales intentó el ciudadano RAMÓN REVILLA PIRONA, representado judicialmente por los abogados Marlene Ventura Medina y Freddy Gil, contra la sociedad mercantil ANTOMECA, C.A., representada judicialmente por los abogados Arístides López, Freddy Villavicencio, Carolina Cadenas y Pedro Pablo Astudillo; el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, conociendo en reenvió de la decisión que en fecha 19 de septiembre de 2002 profiriera esta Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, dictó sentencia en fecha 7 de abril de 2003, en la cual declaró: 1) con lugar la apelación interpuesta por la parte actora contra la decisión dictada por el Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la señalada Circunscripción Judicial, en fecha 30 de mayo de 2000; y 2) con lugar la demanda intentada en el presente juicio.
 

Contra esta decisión de Alzada en fecha 14 de abril de 2003, anunció recurso de casación el apoderado judicial de la parte demandada, el cual, una vez admitido, fue oportunamente formalizado. No hubo impugnación.

Recibido el expediente, se dio cuenta en Sala en fecha 22 de mayo de 2003, correspondiéndole la ponencia al Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz.
 

Concluida la sustanciación del presente recurso de casación y cumplidas como han sido las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, con base en las consideraciones siguientes:
 

DENUNCIAS POR DEFECTO DE ACTIVIDAD
 
- I -

De conformidad con el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción de los artículos 12 y 254 eiusdem, al haber la recurrida patentado el vicio de incongruencia negativa. 
 

Para sustentar la denuncia, el formalizante afirma:
 
“En efecto, muy a pesar de que la recurrida se dio cuenta al folio 430 vuelto que mi representada presentó informes en esa instancia, no los tomó en consideración, muy a pesar de haberse invocado alegatos trascendentes de lo dispositivo del fallo y se peticionó de manera expresa pronunciamientos sobre tales alegatos. (...)

 

(...) en el caso, se alegó en los informes, que no aparecen los supuestos salarios devengados, supuesto salario básico, composición del supuesto salario integral así como la forma y manera en que el actor realizó los cálculos de los conceptos y cantidades reclamadas; que no aparece el alegato del demandante respecto de una supuesta sustitución de patronos, entre otras alegaciones, las cuales de haber sido decididas por el Sentenciador de reenvío habría declarado la improcedencia de la acción propuesta.”. 

 

 

 


Para decidir la Sala observa:
 

En cuanto a la esencia de lo delatado, la Sala ha sostenido:
 
“...no cumple el Tribunal con el principio de exhaustividad e incurre en el vicio de incongruencia, cuando no resuelve sobre lo alegado y sobre todo lo alegado en el libelo y en la contestación, pues la oportunidad para que las partes formulen sus alegatos está regido por el principio de preclusión. Además también incurre en el vicio de incongruencia si, excepcionalmente, las partes señalan en informes alguna petición o defensa específica trascendental para la suerte del proceso, como sería la confesión ficta o la inexistencia en autos de un vicio que afecte de nulidad de los actos consecutivos a un acto írrito, de modo que pueda ser solicitada la nulidad y reposición de la causa al estado procesal correspondiente al punto de partida de la nulidad.”

 

En tal sentido, esta Sala ratificando los criterios supra transcritos indica, que para no incurrir en el vicio de incongruencia negativa, el Juez deberá conectar la pretensión del actor, con las defensas y excepciones presentadas por el demandado, pasando por las pruebas aportadas, para así llegar a una sentencia congruente. No obstante, en el caso de presentarse alguna circunstancia que por ser de carácter procesal, o por haber surgido en el transcurrir del proceso, ameritara ser alegada en informes, también deberá ser apreciada por el sentenciador para no incurrir en el referido vicio”. (Sentencia de la Sala de Casación Social de fecha 22 de febrero de 2001, con ponencia del Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz). (Negrillas de la Sala) 

 

 

 


En el marco de la transcrita referencia jurisprudencial, no percibe la Sala que para el caso in comento, resultare obligante para el Sentenciador de Alzada apreciar el alcance y contenido de los informes presentados por la parte demandada en la segunda instancia, ello, por cuanto de los mismos, no se desprende alguna petición o defensa que pudiera ubicarse en la esfera de los supuestos excepcionales reseñados por la doctrina ut supra.

 

En tal sentido, se desestima la presente denuncia.
 
- II -
 

De conformidad con el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción del artículo 244 eiusdem, por resultar la recurrida contradictoria.
 

Propugna el recurrente:
 
“Sostiene la recurrida al folio 437 vuelto, lo siguiente:

 

“Ahora bien, con relación a la existencia de la relación de trabajo, si bien es cierto que no existe en autos prueba alguna que desvirtúe lo afirmado por el actor respecto a su relación de trabajo y su salario, no menos cierto es que respecto a la vigencia de dicha relación existe en autos elementos suficientes que permiten afirmar que la prestación de servicios del actor a la empresa Antomeca C.A., tuvo una vigencia de trece (13) años, ocho (8) meses y siete (7) días y no de 24 años, 08 meses y 27 días, como afirma el actor”.

 

De esos términos ciudadanos Magistrados, no cabe la menor duda, que la recurrida (...) impretermitiblemente le obligaba a declarar parcialmente con lugar la demanda.

Es el caso que contrariamente a ello, el Juez de la recurrida se contradice en lo establecido, pues en el dispositivo del fallo (folio 441) estableció:

 

“Primero: con lugar la apelación (...) Segundo: con lugar la demanda intentada...”. 

 

Indudablemente que existe una contradicción entre la parte motiva y la dispositiva del fallo, lo cual hace nula la recurrida, siendo lo más grave que a pesar de la declaratoria de un lapso de supuesta prestación de servicios mucho más corto que el peticionado en el libelo y su reforma, la declaratoria con lugar de la acción equivale a la procedencia total de la misma y consecuentemente el Juez a quien le corresponda ejecutar ese fallo tendrá grandes dificultades para ello. (...).”. (Subrayado de la Sala).

 

 

 


Al decidir, pondera la Sala:

La contradicción, como vicio de la sentencia que se consolida en su dispositivo, se suscita cuando las declaratorias del mismo resultan excluyentes entre sí, haciendo al fallo inejecutable. Así, en tales casos, debe entenderse que se han vulnerado los lineamientos insertos en los artículos 243, ordinal 5º y 244 del Código de Procedi​miento Civil.
 

Ahora, también existe el llamado vicio de motivación contradictoria, el cual constituye una de las modalidades o hipótesis de inmotivación de la sentencia y que se apuntala, si los motivos del fallo llegaren a destruirse unos a otros por contradicciones graves o inconciliables, generándose con ello una situación equiparable a la falta de fundamentos, y por ende, la infracción del ordinal 4º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil.
 

Así las cosas, se observa, que conforme a la orientación dada por el recurrente a la actual denuncia, la misma se torna confusa, penetrando de serias dudas a la Sala con relación a si lo delatado se enfoca en un vicio de la sentencia por contradicciones en su parte motiva o dispositiva.
 

Ante tal ambigüedad, impostergable deviene para la Sala declarar la improcedencia de la actual denuncia. Así se decide.   
 
- III -

De conformidad con el artículo 313, ordinal 1º del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción de los artículos 243, ordinal 6º; 244 y 12 eiusdem, al haber incurrido la recurrida en el vicio de indeterminación objetiva.

El formalizante argumenta:
 

“Sostiene la recurrida que los conceptos a pagar son: antigüedad acumulada, antigüedad bajo el nuevo régimen, compensación por transferencia, vacaciones, vacaciones fraccionadas, bono vacacional, utilidades, intereses sobre prestaciones sociales, intereses de mora e indexación o corrección monetaria, estableciendo a los folios 439 y siguientes que el establecimiento de los montos se hará mediante experticia complementaria del fallo, indicando que los expertos tendrán las más amplias facultades para requerir la información indispensable de cualquier persona natural o jurídica, de cualquier autoridad o entidad pública o privada a fin de fijar los montos necesarios al cálculo de la indemnización. Luego indica por separado, que el establecimiento del monto definitivo a pagar de cada concepto declarado procedente “se hará mediante experticia complementaria del fallo”, y finalmente, agrega que para el pago de los conceptos antes condenados a cancelar se realizará experticia complementaria del fallo que seguirá los parámetros establecidos en el presente fallo”. (¿Cuáles?). 

 

(...) de los textos referidos se evidencia claramente, que el Sentenciador de la recurrida al hacer uso de su facultad de ordenar las experticias complementarias, no determinó los puntos que deben servir de base a los expertos. En otras palabras: las experticias complementarias del fallo forman parte integrante del mismo y deben bastarse a sí mismas y al no precisar el Juez las bases que servirían a los expertos para realizar los cálculos y determinar las cantidades que deben pagarse al trabajador, dejó indeterminada la sentencia. (...)

 

(...) es evidente que el Sentenciador de la recurrida no cumplió con los lineamientos de la disposición legal, porque ordena las experticias tanto en la parte motiva como en la dispositiva, en forma genérica e imprecisa al punto tal, de establecer (...) que el salario para el cálculo será el normal devengado por el trabajador, establecido en el contrato colectivo de la Industria de la Construcción vigente para la época, o en su defecto por el salario mínimo respectivo, de lo cual se infiere pues, que además de no existir en dicho fallo ningunos parámetros en base a los cuales pudieran los expertos realizar la experticia, ni siquiera se tiene un dato cierto respecto del salario con base al cual pudieran establecer el monto definitivo a pagar por cada concepto. (...)

 

(...) En el caso, (...) la recurrida desnaturalizó el postulado del artículo 249 del Código de Procedimiento Civil, (...) pues utilizó la experticia como un medio para que los expertos determinen la composición del salario diario, del salario integral y demás elementos que el demandante no trajo a los autos para la comprobación del supuesto sueldo que le habría correspondido, todo ello, como consecuencia de no haber subsanado debidamente las cuestiones previas declaradas procedentes por el a-quo, por obra de los defectos del libelo y reforma.”. 

 

 

 


En su labor cognitiva la Sala observa:
 


La indeterminación objetiva como vicio de la sentencia se produce cuando el Juzgador omite determinar la cosa sobre la que recae la decisión.
 

No obstante, ha enseñado la Sala igualmente, que como consecuencia del princi​pio de unidad del fallo, la sentencia forma un todo indivisible, de modo que las partes que integran su estructura tradicional (narra​tiva, motiva y dispositiva) se encuentran vinculadas entre sí y si la determinación del objeto de la condena puede aparecer en la parte narrativa del fallo, no hay lugar para considerar viciada la sentencia.     
 

De otra parte, y en el ámbito de la denuncia propuesta, impostergable es para la Sala plasmar lo que sobre el particular de la experticia complementaria del fallo se ha venido estableciendo, estimándose:
 
“Ahora bien, con relación a la experticia complementaria del fallo ordenada por el Juez sentenciador de la última instancia, la doctrina procesal patria ha establecido las condiciones necesarias para su procedencia, las cuales a continuación se enumeran:

 

“Para que proceda la experticia complementaria al fallo, es menester que se cumplan estas condiciones: a) que haya quedado comprobada la existencia y exigibilidad del crédito, más no su cuantía; b) que se trate de un crédito cuyo objeto sea la percepción o  restitución  de  frutos  civiles  o  naturales -entre los cuales cuentan, como ejemplo conspicuo de los primeros, los intereses redituados por un capital-; o cuyo objeto sea la indemnización de daños y perjuicios o, en fin, el salario del trabajador si está probada la relación laboral y el tiempo que ésta cubre. La jurisprudencia de la Corte, como leeremos abajo, no ha considerado la enunciación de la norma como un numerus clausus. De hecho, comúnmente los jueces remiten a una experticia contable el cálculo de los intereses cuando estos resultan complejos, ya por tratarse de varios capitales que abarcan diferentes lapsos, ya por comprender intereses retributivos y de mora (cfr en este sentido CSJ, Sent. 18-2-88, Cfr también CSJ, Sent. 18-10-92). c) Que en actas haya elementos de juicio suficientes que sirvan de base a los expertos para el cálculo del quantum de la obligación a cargo del demandado perdidoso; porque si el Juez, vgr., no puede determinar en la sentencia, en el caso común de fijación pericial del salario, cuál era el tipo de labores que cumplía el actor, ni cuál su categoría ni por cuanto tiempo trabajó, los peritos carecen de la base mínima para hacer la estimación.  Sin embargo, ha dicho la Corte que estos datos básicos de la experticia, pueden ser declarados a lo largo de la disertación del fallo (cfr Sent. 6-8-69 GF 61 2E p. 392, cit por Bustamante, Maruja: ob. Cit., N°1756), o aun pueden ser extraídos por los expertos del expediente mismo, aunque no consten en la sentencia, con tal que remita a ellos en forma expresa la propia decisión (cfr Sent. 13-3-62 reiterada el 18-7-72)”. (Henríquez La Roche, Ricardo; Código de Procedimiento Civil, Tomo II, Caracas, 1995, pp. 267 y 268).“. (Sentencia de la Sala de Casación Social de fecha 13 de marzo de 2000). (Subrayado de la Sala). 

 

 

 


Entonces, adminiculando los avances jurisprudenciales antes expuestos, denota esta Sala de un estudio pormenorizado de la recurrida, que la misma confiere  de manera amplia y explicita los puntos que servirán de base a los expertos para efectuar los cálculos pertinentes al salario del trabajador y determinar de esa forma, las cantidades definitivas a ser canceladas conteste a los conceptos condenados en el presente proceso.

Tal visión de la Sala se soporta, del contenido de la sentencia impugnada desplegada a los folios 439, 440 y 441 del expediente. Así se declara.
 

Por tales razones, se desestima la presente delación.
 
DENUNCIAS POR INFRACCIÓN DE LEY
 
- I -
 


Con fundamento en el ordinal 3º del artículo 317 del Código de Procedimiento Civil y en concordancia con el artículo 313, ordinal 2º eiusdem, se denuncia la infracción en la recurrida del artículo 249 ibidem por falta de aplicación. 
 

Arguye el formalizante:
 
“En efecto, el fallo recurrido condenó a mi mandante a pagar antigüedad acumulada y bajo el nuevo régimen, compensación por transferencia, vacaciones, vacaciones fraccionadas, bono vacacional, utilidades, intereses sobre prestaciones sociales, intereses de mora, e indexación o corrección monetaria, tal como se lee del folio 439 al folio 441 del expediente, que se corresponden con las páginas 10, 11 y 12 de dicha recurrida y para la fijación de los montos correspondientes ordenó en cada caso, una experticia complementaria del fallo.

 

Ahora bien, dispone el aparte del artículo 249 del Código de Procedimiento Civil, lo siguiente (...)

 

(...) Por tanto, la norma anteriormente transcrita ordena que el fallo debe determinar con precisión tanto los conceptos que han de estimarse, como los diversos puntos que han de servir de base a los expertos, lo cual no existe ni se aprecia de la sentencia recurrida, como podrá verificar la Sala de su lectura.

 

No basta ordenar una experticia complementaria, sino que el Sentenciador está obligado por ese aparte del artículo 249 del Código de Procedimiento Civil, precisar los puntos que servirán de base a los expertos, y por tanto violó en el caso por falta de aplicación, esa norma procesal (...)”. 

 

 

 


Al decidir, se evalúa:
 

Más allá de trascender como contradictoria en la denuncia in comento la pretendida falta de aplicación del artículo 249 del Código de Procedimiento Civil, ello, toda vez que tal dispositivo legal constituyó precisamente la norma aplicada por el Juzgador (al ordenar la citadas experticias complementarias del fallo); de otra parte, estima inútil la Sala analizar la delación sub iudice, habida cuenta que su justificación jurídica está íntimamente vinculada con la denuncia precedentemente decidida, reproduciéndose así, el alcance de la misma. 
 

Por las razones asentadas, se desestima la actual denuncia. 
 
- II -

De conformidad con el ordinal 3º del artículo 317 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 313, ordinal 2º eiusdem, se denuncia la infracción por la recurrida de los artículos 281 y 274 ibidem, ambos por error de interpretación.
 

Precisa el impugnante de la recurrida lo que sigue:
 
“Dice la recurrida en el folio 442 que a mi mandante, la parte demandada, se condena en costas según los artículos 274 y 281 del Código de Procedimiento Civil. (...)

 

(...) la recurrida (...) por una parte aplicó el artículo 281 cuando la sentencia no era confirmatoria de la primera instancia y, además mi mandante no había apelado, en virtud de lo cual es un error de interpretación condenar a la demandada a pagar las costas del recurso que no ejerció, y en lo tocante al artículo 274 del Código de Procedimiento Civil, hubo error en su interpretación pues mi mandante no fue totalmente vencida, como se aprecia al final del folio 438 y comienzo del vuelto de dicho folio, que se corresponde con la página 9 y vuelto de la recurrida, cuando dice textualmente:

 

“No existe en autos elemento alguno que permita a este Juzgador confirmar lo afirmado por el actor en el sentido de ubicar el inicio de su relación de trabajo en fecha 03 de enero de 1974, y en consecuencia, asume este Juzgador como su fecha de inicio la del 23 de enero de 1985, que coincide con la fecha de adquisición de personería jurídica por el patrono Antomeca C.A., anteriormente Antomeca S.R.L”.

 

Lo anterior revela que la demandada no fue íntegramente vencida, pues si el actor había invocado como supuesta fecha de inicio de la supuesta relación de trabajo el 03 de enero de 1974 y la recurrida consideró que era el 23 de enero de 1985, es decir, once (11) años y veinte (20) días después, es indiscutible que lo concedido al actor se circunscribió a muchos años menos de lo peticionado en su libelo de demanda.

 

En este punto observo, que a pesar de lo establecido en la parte motiva, el dispositivo de la recurrida declaró con lugar tanto la apelación de la parte actora como la demanda intentada, cuando en el mejor de los casos debió declarar parcialmente con lugar el recurso de apelación y la demanda propuesta.”.  


 

 

 


Observa la Sala al decidir:
 

Los artículos delatados como infringidos por error de interpretación reseñan respectivamente, lo siguiente:
 
“Artículo 281 del Código de Procedimiento Civil: “Se condenará en las costas del recurso a quien haya apelado de su sentencia que sea confirmada en todas sus partes.” 

 

Artículo 274 del Código de Procedimiento Civil: “A la parte que fuere vencida totalmente en un proceso o en una incidencia, se le condenará al pago de las costas”.”. (Subrayado en ambos de la Sala).

 

 

 


Ahora bien, ciertamente evidencia esta Sala, el que la recurrida en su parte dispositiva condena de conformidad con los artículos 274 y 281 del Código de Procedimiento Civil, en costas a la parte demandada (Folio 442 del expediente).
 

No obstante, bajo los límites hermenéuticos del artículo 281 del Código de Procedimiento Civil, exclusivamente quien haya apelado de su sentencia podrá ser condenado en las costas del recurso, siempre y cuando naturalmente, dicha sentencia resulte confirmada en todas sus partes.
 

Para el caso en concreto, es el representante judicial de la parte actora, quien en fecha 5 de junio de 2000, apela formalmente de la decisión proferida por el Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, en fecha 30 de mayo de 2000. (Folio 241 del expediente)

Dicha apelación fue oída libremente en fecha 12 de junio de 2000, remitiéndose el expediente al señalado Juzgado de la recurrida.
 

Bajo este orden de ideas, mal podía el Juzgador de Alzada condenar en costas del recurso a la parte demandada, dado que en ningún momento ésta accionó dicho mecanismo de impugnación, vulnerando con tal proceder, el alcance y contenido del artículo 281 del Código de Procedimiento Civil. Así se declara.      

 

Con relación a la violación del artículo 274 del Código de Procedimiento Civil, visualiza la Sala, que ciertamente la recurrida no confirió al accionante todo lo peticionado en su escrito de demanda, y esencialmente ponderó que el inicio de la relación de trabajo no se correspondía con lo afirmado por el actor, asumiendo el propio Sentenciador otra fecha conforme a los elementos cursantes en autos (Folio 438 del expediente).     
 

De esa forma, no puede entenderse que la parte demandada fuere vencida totalmente en el presente proceso y, por ende, resulta improcedente su condenatoria en costas so pena de infringir como lo hizo el ad-quem, el artículo 274 del Código de Procedimiento Civil, por error de interpretación. Así se decide. 
 

En tal sentido, se declaran con lugar las delaciones formuladas. 
 
- III -
 

De conformidad con el ordinal 3º del artículo 317 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 313, ordinal 2º eiusdem, se denuncia la infracción por la recurrida del artículo 281 ibidem, por error de interpretación.
 

El recurrente señala:
 
“(...) la recurrida hizo una incorrecta, errada y mala interpretación del artículo 281 del Código de Procedimiento Civil, al proceder a condenar en costas a mi representada quien no apeló de la sentencia del a-quo, por lo que debió establecerse en el fallo del Superior que dada su naturaleza revocatoria no habría condenatoria en costas”.

 

 

 


Se analiza al decidir:
 

Entiende esta Sala de la proyección de la delación ut supra, que la misma coincide plenamente con la denuncia precedentemente decidida, deviniendo infructuoso pronunciarse al respecto. Así se decide.
 
- IV -
 

Con fundamento en el ordinal 3º del artículo 317 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 313, ordinal 2º eiusdem, se denuncia la infracción por la recurrida del artículo 249 ibidem, por falsa aplicación.
 

Desarrolla el formalizante la denuncia al presente tenor:
 
“En efecto, al no haber comprobado el actor, los extremos de su acción concernientes a los elementos constitutivos del supuesto salario (debido a que no subsanó los defectos del libelo), salario diario, integral, vacaciones, períodos vacacionales y demás conceptos demandados, el Juez de la recurrida utilizó la experticia complementaria del fallo para llenar esos vacíos y suplir al demandante en su carga procesal, al punto tal, que incluso ordenó a los expertos “buscar” en dependencias públicas y privadas un contrato colectivo de la industria y si no lo consiguen, entonces la demandada habría de pagarle al actor el salario mínimo de acuerdo con la Ley Orgánica del Trabajo que asimismo deberán los expertos tomar en consideración para los cálculos, sin saber a ciencia cierta los períodos de tiempo sobre los cuales habría de hacerse los cálculos y la composición salarial para realizarlos.

 

Tal infracción fue determinante de lo dispositivo, porque declaró con lugar la demanda, concediendo al actor todo lo peticionado en el libelo (montos y conceptos demandados) y ante la falta de demostración de la composición salarial y de los lapsos que habría tomado en cuenta para sus cálculos ininteligibles, ordenó a los expertos suplir tanto la prueba documental de la parte, como los cálculos inexistentes, todo lo cual le sirvió para condenar a mi conferente a pagarle lo imposible a determinar. (...)

 

(...) señaló e indicó que la recurrida debió aplicar para resolver la controversia, el artículo 254 del mismo Código, que establece que los Jueces no pueden declara con lugar la demanda sino cuando exista plena prueba de los hechos alegados en ella y en caso de dudas sentenciarán a favor del demandado.”.

 

 

 


De la denuncia en cuestión, se valora:
 

Debe reproducir esta Sala la argumentación esgrimida en la primera denuncia que por infracción de ley sostuviera el recurrente al delatar la infracción del propio artículo 249 del Código de Procedimiento Civil, pero, por falta de aplicación. 
 

En efecto, tanto la actual delación como la desarrollada en primer término en el ámbito de las denuncias por infracción de ley, coexisten en su razonamiento jurídico con la última de las denuncias que por defecto de actividad fueran abordadas por esta Sala y que finalmente, resultara desestimada. 

Por tanto, se declara improcedente la denuncia formulada.
 

DENUNCIAS DE CASACIÓN SOBRE LOS HECHOS
 
- I -
 

De conformidad con el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con los artículos 320 y 12 eiusdem, se denuncia el segundo caso de suposición falsa, al haber la recurrida dado por cierto un hecho con pruebas inexistentes en autos.
 

Avala el recurrente la denuncia, afirmando:
 
“En efecto, afirmó la recurrida al folio 439, lo siguiente:

 

“Y para la fecha de finalización de la relación de trabajo, según el acta de fecha más próxima que consta en autos, el objeto social de la demandada es el siguiente:

“(...) explotación de la industria de la construcción todos sus niveles (...)”.

 

De lo expuesto se evidencia que el trabajador se encontraba amparado por el Contrato Colectivo de la Industria de la Construcción y así se decide.”.

 

Ha afirmado la recurrida que el supuesto trabajador se encontraba amparado por el Contrato Colectivo de la Industria de la Construcción, sin que exista en el expediente prueba que respalde esa afirmación, pues el acta contentiva del objeto social de mi representada, sólo revela la dedicación de la misma a la explotación de la industria de la construcción, pero de manera alguna de allí puede inferirse que el actor estuviere amparado en el Contrato Colectivo de la Industria de la Construcción.

 

Dispone el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, que el Juez debe atenerse a lo probado por las partes, y en el caso el actor a sabiendas de que debía traer al proceso la Convención Colectiva en mención (...) no cumplió con esa carga procesal por lo cual no existe en autos probanza que respalde el hecho en el cual se hace consistir la suposición falsa, esto es, el hecho positivo y concreto que dio por establecido la sentencia recurrida de modo falso e inexacto. (...)

 

(...) La apropiada regla de valoración quebrantada por el Juzgador al incurrir en la suposición falsa es el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil en forma aislada según técnica casacional, en el sentido de que los jueces deben atenerse a lo probado en autos, y en el caso ello no fue cumplido, sino que tomó su decisión sin probanza que soportara esa afirmación.”. 

 

 

 


En ejercicio de su potestad jurisdiccional, la Sala observa:
 

En reiteradas ocasiones esta Sala ha señalado los requisitos técnicos fundamentales que se deben cumplir a los fines de sostener una denuncia de suposición falsa; de allí que se haya establecido:
a) indicación del hecho positivo y concreto que el juzgador haya dado por cierto valiéndose de una falsa suposición;

b) indicación específica del caso de falsa suposición a que se refiere la denuncia, puesto que el encabezamiento del artículo 320 del Código de Procedimiento Civil prevé en ese respecto tres (3) situaciones distintas;

c) el señalamiento del acta o instrumento cuya lectura patentice la falsa suposición;

d) indicación y denuncia del texto o los textos aplicados falsamente, porque el juez da por cierto un hecho valiéndose de una suposición falsa;

e) la exposición de las razones que demuestren que la infracción fue determinante de lo dispositivo de la sentencia.  (...)
 

(...) Ahora bien, si se establece un hecho falso, que constituye el supuesto de hecho abstracto de una norma, este error sólo puede conducir a que se aplique esa regla legal a unos hechos reales a los cuales no es aplicable, lo cual constituiría, de acuerdo con el razonamiento de la doctrina analizada, falsa aplicación. Esta es la consecuencia directa del error y otras normas sólo resultarían violadas por falta de aplicación como una consecuencia de segundo grado, constituyendo estas últimas las reglas que el sentenciador de última instancia debió aplicar y no aplicó para resolver la controversia. (Sentencia de la Sala de Casación Social del 22 de febrero de 2000).

 

 

 


Circunstanciados en estos términos, los requisitos técnicos a garantizar para que esta Sala pueda conocer de una denuncia por suposición falsa, interesa resaltar de los mismos, el que la infracción de la norma jurídica devenida del establecimiento falso del hecho, constituirá obligatoriamente un supuesto de falsa aplicación de la ley.

Esto resulta lógico, pues, si se establece un hecho falso, que integrará el supuesto de hecho abstracto de una norma jurídica, este error sólo puede conducir a que se aplique esa regla legal a unos hechos a los cuales no es ajustable, suscitándose en tanto, una falsa aplicación de la ley.
 

En la delación en estudio, la norma presuntamente infringida se orientó en el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, estableciéndose como la “apropiada regla de valoración quebrantada”, lo cual se distancia del requisito específico de señalar a priori, cuál es la norma jurídica aplicada falsamente a consecuencia de la suposición falsa promovida por el Juzgador al establecer los hechos.
 

Adicionalmente, la propia Sala ha vedado la denuncia aislada del artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, manifestando:
 
“De la anterior argumentación se debe inferir, que en los casos en los cuales se denuncie como infringido el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, bien sea por la aplicación de una máxima de experiencia o por que se incurre en el segundo caso de suposición falsa; es una carga actual para el denunciante señalar el artículo o artículos violentados por el juez, siendo que estos eran los únicos supuestos donde se permitía la denuncia aislada del artículo; resulta evidente que para las restantes situaciones en donde se señale como infringido el artículo, debe el recurrente igualmente indicar el tipo de vicio de que se trate y el artículo o artículos violentados.”. (Sentencia de la Sala de Casación Social de fecha 18 de diciembre de 2000). (Subrayado actual de la Sala).

 

 

 


En fuerza de las razones adelantadas, se desecha presente denuncia.
 
- II -
 

De conformidad con el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, se denuncia la infracción de los artículos 1.357, 1.359 y 1.363 del Código Civil, por haber atribuido la recurrida a actas o instrumentos del expediente menciones que estos no contienen, ubicándose tal proceder en el primer caso de suposición falsa.
 

Postula el recurrente:
 
“En efecto, sostuvo la recurrida al folio 439, la afirmación de que el supuesto trabajador, se encontraba amparado por el Contrato Colectivo de la Industria de la Construcción, porque “según el acta de fecha más próxima que consta en autos el objeto social de la demandada es la explotación de la industria de la construcción”, siendo que esa afirmación es producto de una desviación intelectual del Juzgador al desnaturalizar el contenido del acta que recoge el objeto social de mi representada, y derivar del mismo el hecho falso afirmado. (...)

 

(...) Las apropiadas reglas de valoración quebrantadas por el Juzgador al incurrir en suposición falsa son los artículos 1.357, 1.359 y 1.363 del Código Civil porque las actas que recogen el objeto social a que se dedica mi representada son documentos públicos.”.

 

 

 


Advierte la Sala al decidir:

 


Reitera nuevamente esta Sala al recurrente, la carga procesal que sobre él descansa al denunciar un caso de suposición falsa.

 


Así, imperioso sobreviene determinar como se explicó, la norma jurídica aplicada falsamente producto del hecho falsamente establecido por el Juzgador, con independencia de que dicho error pueda de manera indirecta vulnerar otras disposiciones legales (por falta de aplicación), pero como una consecuencia de segundo grado, prevaleciendo en dicho caso éstas, como las reglas que el Sentenciador de última instancia debió aplicar y no aplicó para resolver la controversia.     


El formalizante por el contrario, delata los artículos 1.357, 1.359 y 1.363 del Código Civil, valuando a dichos preceptos como “las apropiadas reglas de valoración quebrantadas por el Juzgador al incurrir en suposición falsa”, sin delimitar primeramente cuales a su entender, resultaron las normas aplicadas falsamente.
 

Al no suscribir el recurrente su denuncia acreditando la falsa aplicación de una norma jurídica, obliga a la Sala a desechar la misma. Así se establece.
 

Finalmente, quiere la Sala asentar, que con vista a las disposiciones de orden constitucional que informan nuestro ordenamiento jurídico, esencialmente, los artículos 26 y 257 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, (principio finalista y de no favorecer reposiciones inútiles, entre otros), pondera innecesario afectar el fallo recurrido en su totalidad, toda vez que pese a la afirmación de procedencia de la segunda de las denuncias que por infracción de ley formulara la parte demandada en el presente recurso de casación, la misma hace infructuoso el articular un nuevo pronunciamiento sobre el fondo de la controversia.

Por tanto, esta Sala de Casación Social casará el fallo recurrido prescindiendo para ello del reenvío, todo, de conformidad con lo estipulado en el artículo 322 del Código de Procedimiento Civil.
 

De allí, que inicialmente, se ratifique en toda y cada una de sus partes la decisión recurrida, con excepción de la condena en costas imputada a la parte demandada (tanto del recurso de apelación como del proceso), tal como lo había estimado el ad-quem.
 

Así, con sujeción a la anterior motivación, se declara parcialmente con lugar la apelación ejercida por la representación judicial de la parte actora, en fecha 5 de junio de 2000, contra la decisión emitida por el Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, en fecha 30 de mayo de 2000.
 

De la misma forma, se declara parcialmente con lugar la demanda intentada por el ciudadano Ramón Revilla Pirona, contra la sociedad mercantil Antomeca, C.A.
D E C I S I Ó N
 

En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: 1) CON LUGAR el recurso de casación intentado por la parte demandada contra la sentencia dictada por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, en fecha 7 de abril de 2003; y 2) CASA SIN REENVÍO la decisión recurrida.
 


De conformidad con los artículos 281 y 274 del Código de Procedimiento Civil, no hay expresa condenatoria en costas en el presente proceso.
 

Publíquese, regístrese y remítase el expediente al tribunal de la causa, o sea, al Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial antes identificada. Particípese de esta remisión al Tribunal Superior de origen; todo de conformidad con el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil. 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas,    a   los   veinte  (20)   días   del   mes   de    enero de dos mil cuatro. Años: 193º de la Independencia y 144º de la Federación.
 
El Presidente de la Sala y Ponente,
 
 
______________________________
OMAR ALFREDO MORA DÍAZ
 
 
El Vicepresidente,
 
 
______________________
JUAN RAFAEL PERDOMO
 
 
                                           Magistrado,
 
 
____________________________


           ALFONSO VALBUENA CORDERO
 
 
La Secretaria,
 
 
__________________________
BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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